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SE SUPERA EL REQUISITO DE INMEDIATEZ – APLICACIÓN RETROSPECTIVA DE LA LEY - INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA – INDEFENSIÓN - CONCEDE - CONFIRMA – PENSIÓN OTORGADA DE FORMA DEFINITIVA NO DE MANERA TRANSITORIA - HECHO SUPERADO -  Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela frente a una decisión de la UGPP de negar el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes solicitada por la accionante. Solo de serlo, se establecerá si con esa decisión se lesionaron derechos fundamentales que sea menester proteger y en caso positivo, determinará si el carácter de la orden a impartir es transitorio o definitivo. 

En primer lugar es necesario precisar que en el trámite de primera instancia se ordenó vincular al Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social, entidad esta última que hace parte del orden nacional, hecho que en principio pudiera considerarse como causal de nulidad por falta de competencia funcional en el juzgado de primera instancia para conocer de la presente acción, porque correspondería a los Tribunales Superiores, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura, de conformidad con el inciso 1º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000. Sin embargo,  en la demanda ningún hecho se le endilgó a esa autoridad de los que pudiera inferirse que por acción u omisión lesionó derecho fundamental del que sea titular la actora y por tanto su vinculación resulta ser aparente . Por tanto,  no altera la competencia radicada en el juzgado de circuito, ni en esta Sala para definir el asunto en segunda instancia.
(…)

En este caso, considera la Sala que tiene aplicación la jurisprudencia transcrita, pues aunque no se reclama la indexación de una mesada pensional, se está frente a un caso aún más urgente porque la prestación solicitada ni siquiera ha sido reconocida, hecho este que involucra la lesión a los derechos fundamentales a la seguridad social, la vida digna y el mínimo vital de que es titular la demandante.

Así las cosas, aunque la demandante acudió a este medio luego de transcurrido considerable término desde cuando se causó el derecho del que dice ser titular, la muerte de su cónyuge, el presupuesto de la inmediatez no configura impedimento para la procedencia del amparo, al tratarse de una controversia actual, pues guarda relación con la pensión de sobreviviente,  prestación periódica, que se reitera, no ha sido reconocida por la UGPP.

(…)

De lo anterior se infiere que conforme al criterio de la Corte Constitucional, la inexistencia de una protección concreta para los beneficiarios del afiliado que falleció antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y que no alcanzó a cumplir los requisitos mínimos de la pensión de vejez, para optar por una eventual sustitución pensional, hace posible la aplicación retrospectiva de esa norma.  

Teniendo en cuenta entonces, que en el asunto bajo estudio se presenta unas circunstancias de hecho similares a las expuestas en la providencia transcrita, es menester aplicar las reglas allí trazadas para establecer si la actora tiene derecho a la citada prestación.
(…)
Según el certificado laboral expedido por el Ministerio de Transporte el citado señor estuvo vinculado a esa entidad desde el 27 de agosto de 1973 hasta el 11 de junio de 1989 , fecha de su deceso, tiempo que según la UGPP corresponde a 812 semanas cotizadas . 

En estas condiciones el afiliado dejó causado el derecho pues al haber prestado servicios ininterrumpidamente durante más de quince años anteriores a su fallecimiento, surge evidente que en últimos de esos tres, superó con creces las cincuenta semanas exigidas por esa disposición. Además, sería del todo desproporcionado considerar que a pesar del cúmulo considerable de tiempo cotizado, sus posibles beneficiarios queden sin la posibilidad de acceder a esa prestación, en notoria desigualdad con aquellos que se encuentran en similares condiciones y con quienes lo único que los diferencian es la fecha de la muerte de su causante.  

La accionante también colma el requisito necesario para ser considerada como su beneficiaria ya que según el registro civil de matrimonio aportado, contrajo nupcias con el causante el 18 de septiembre de 1966 , vínculo marital que perduró hasta el día en que falleció el señor, pues no obra anotación alguna de divorcio. Además, según se indicó en la demanda y se afirmó en las declaraciones extraproceso rendidas por la accionante  y los señores Mario Pérez Vásquez  y Martha Cecilia Arcila Hincapié , para esa fecha convivía y dependía económicamente de él, hechos que no fueron refutados por la entidad accionada. 

Así entonces, tomando como referencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el estado de indefensión de la demandante y que en este caso se cumplen con los requisitos para obtener la pensión de sobreviviente determinados en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, aplicable por vía retrospectiva, puede concluirse que la entidad accionada lesionó a la citada señora los derechos al mínimo vital, la vida digna y la seguridad social y en razón a ello el fallo de primera instancia, que a esa misma conclusión llegó, será confirmado.

Respecto a la petición subsidiaria del impugnante, dirigida a que se modifique el carácter de la orden impartida en primera instancia para que el  reconocimiento pensional se realice de forma transitoria, la Sala considera que, tal como lo dilucidó la Corte Constitucional en el aparte subrayado de la jurisprudencia arriba transcrita, a cuya lectura se remite, por el hecho de haberse acreditado la titularidad del derecho reclamado y en atención a la condición especial que reúne la accionante, resulta desproporcionado someterla a un proceso ordinario en el que nuevamente se debata sobre lo aquí resuelto, en consecuencia la pensión de sobreviviente merece ser otorgada de manera definitiva, tal como lo hizo la funcionaria de primera instancia.

En esta sede se allegó copia de la Resolución RDP 027070 de 30 de junio de 2017, suscrita por el Subdirector de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, mediante la cual, en obedecimiento al fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, se reconoce la pensión de sobreviviente a la accionante por cuenta del fallecimiento de su cónyuge. 

Por tal motivo, al encontrarse satisfecha la pretensión principal de la demandante, se presenta una carencia actual de objeto por hecho superado que es del caso declarar.
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 Pereira, julio treinta y uno (31) de dos mil diecisiete (2017)  


 Acta No. 388 del 31 de julio de 2017

 Expediente No. 66001-31-03-004-2017-00157-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el Subdirector de Defensa Judicial y Pensional de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 12 de junio último, en la acción de tutela que instauró la señora Gladys Vásquez de Pérez contra la entidad impugnante, a la cual fueron vinculados los Directores de Pensiones, de Determinación de Derechos Pensionales y de Servicios Integrados de Pensión y los Subdirectores de Normalización de Expedientes Pensionales y de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP y el Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas del Ministerio de Salud y de Protección Social.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada de la actora los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Los señores Gilberto de Jesús Pérez Baena y Gladys Vásquez contrajeron matrimonio en el año 1966 y convivieron bajo el mismo techo ininterrumpidamente hasta la fecha del fallecimiento del primero, ocurrida el 11 de junio de 1989.
1.2 El citado causante laboró para el extinto Ministerio de Obras Públicas y Transporte desde el 27 de agosto de 1973 hasta el momento de su deceso; alcanzó a cotizar en ese periodo 5.768 días que corresponden a 824 semanas.
1.3 A finales del año 2009 la accionante solicitó a Cajanal el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes. Dicha entidad, mediante resolución de 12 de junio de 2012, negó la petición con sustento en que el señor Gilberto de Jesús Pérez Baena no alcanzó a cotizar veinte años, término estipulado como requisito para acceder a esa prestación, pues solo contaba con quince años, nueve meses y quince días. Dicha decisión no fue notificada a la peticionaria.
1.4 El 1º de agosto de 2014 se elevó reclamación ante la UGPP para que se continuara y definiera el trámite de la sustitución pensional iniciado desde el año 2009.

1.5 Por auto No. ADP 009204 de 2014, la UGPP decidió archivar esa solicitud en razón a que Cajanal ya había negado la pensión de sobrevivientes y declaró “la firmeza del acto administrativo”. 
1.6 El 28 de julio de 2016 se volvió a solicitar el reconocimiento de la citada pensión, en virtud del principio de favorabilidad y del precedente de las altas Cortes referente a la aplicación retrospectiva de la ley.
1.7 Mediante Resolución No. RDP 037290 de 4 de octubre de 2016, la UGPP negó la reclamación. 
1.8 Frente a esa decisión, la demandante formuló recurso de reposición y en subsidio de apelación. Estos fueron resueltos por actos administrativos Nos. RPD 0477894 de 20 de diciembre de 2016 y RDP 004758 de 10 de febrero de este año, que la confirmaron en todas sus partes, en razón a que no es aplicable al caso, de forma retrospectiva, la Ley 100 de 1993, al ser esta posterior al fallecimiento del causante.
1.8 Estas actos administrativos desconocen el principio de favorabilidad y la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, según la cual, en casos similares al actual, procede el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes cuando se cumplen los requisitos de la Ley 100 de 1993, los que se reúnen en el presente porque para el momento del deceso, el causante se encontraba cotizando al sistema de pensiones y contaba con más de 26 semanas.
1.9 La actora es una persona de especial protección pues en la actualidad cuenta con setenta y cuatro años de edad, presenta pérdida de la visión de un ojo y en el otro tiene catarata, padece asma – EPOC, dolor en hombro y depresión, tal como se acredita con su historia clínica. Además, no cuenta con los ingresos económicos suficientes para garantizar su calidad de vida, toda vez que dependía de su cónyuge y carece de patrimonio o renta adicional; su hijo la mantiene con los pocos ingresos que percibe como trabajador ocasional, todo lo cual  puede ser verificado con las declaraciones rendidas extraprocesalmente por su hijo y por las señoras Martha Cecilia Arcila Hincapié y Miriam Hincapié de Arcila.
1.10 Por tanto, los medios de defensa ordinarios son ineficaces para resolver la cuestión debido a que por la tardanza propia de esos trámites, se le podría causar un perjuicio irremediable. 

2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad, la vida digna, la seguridad social, la salud y las garantías de las personas de la tercera edad. Para su protección solicita se ordene al Director de Pensiones de la UGPP reconocer la pensión de sobreviviente a la accionante.




A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto de 30 de mayo pasado se admitió la acción contra la UGPP y se ordenó vincular a los Directores de Pensiones, de Determinación de Derechos Pensionales y de Servicios Integrados de Pensión y a los Subdirectores de Normalización de Expedientes Pensionales y de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP y al Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas del Ministerio de Salud y de Protección Social.
2. En el trámite de la primera instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 El Subdirector Jurídico Pensional de la UGPP manifestó, luego de resumir las actuaciones administrativas adelantadas por esa entidad con ocasión a las solicitudes de reconocimiento de pensión de sobrevivientes de la actora, que el señor Gilberto de Jesús Pérez Baena no dejó causada la prestación, toda vez para la fecha de su fallecimiento solo contaba con quince años de servicio prestado al Estado, cuando debía acreditar veinte de conformidad con la Ley 12 de 1975.

De otro lado, señaló que la Resolución No. RDP 037290 del 4 de octubre de 2016, por medio de la cual se negó la citada prestación a la actora, se encuentra en firme y por lo tanto su presunción de legalidad no ha sido desvirtuada; los jueces de tutela carecen de competencia para anular actos administrativos que deciden temas pensionales, ya que para ese efecto existe la vía contenciosa administrativa. Sin embargo, de manera excepcional pueden analizar cuestiones de esa naturaleza siempre y cuando se esté ante un perjuicio irremediable y los medios judiciales ordinarios sean ineficaces, condiciones que en el presente se incumplen. Citó jurisprudencia que consideró aplicable al caso.  
Solicita se declare improcedente el amparo.
2.2 La Coordinadora encargada del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social indicó que la entidad que representa carece de legitimación en la causa por pasiva pues la demanda se dirige exclusivamente frente a la UGPP, autoridad autónoma e independiente de ese Ministerio y a la cual, desde el 1º de diciembre de 2011, le fue atribuida la función de resolver asuntos relacionados con reclamaciones pensionales de competencia de la extinta Cajanal, tal como ocurre en este caso. 

Por tanto pide su desvinculación del trámite y, de forma subsidiaria, se remita la acción de amparo al Tribunal Superior del Distrito, al Tribunal Administrativo o al Consejo Seccional de la Judicatura, en los cuales se radica la competencia para conocer de ese trámite primera instancia, en virtud del Decreto 1382 de 2000, al estar involucrada una entidad del orden nacional como lo es el Ministerio de Salud y Protección Social.   
3. Por sentencia del 12 de junio último, la señora Juez Cuarta Civil del Circuito concedió el amparo reclamado; ordenó a la Subdirección de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP dejar sin efecto las resoluciones del 4 de octubre y 20 de diciembre de 2016 y del 10 de febrero de 2017, por medio de las cuales, en su orden, se negó la pensión de sobreviviente de la actora y se resolvieron de forma desfavorable los recursos de reposición y apelación instaurados por ella; luego de lo cual debía proferir un nuevo acto administrativo en el que reconociera esa prestación y se decidió no desvincular a los otros funcionarios, porque eventualmente se podría requerir su intervención. 
Para decidir así, empezó por indicar que en este caso el estudio de procedibilidad de la acción de tutela para reclamar derechos pensionales, debe ser flexible teniendo en cuenta que la demandante cuenta con setenta y tres años de edad y padece varias enfermedades, condiciones que le impiden someter su caso al conocimiento de las vías ordinarias por la demora que estos representan. Luego señaló que si bien el causante no cumplía con el requisito de los veinte años de servicios, para la fecha de su deceso, como lo exige la Ley 33 de 1985, dicha norma no regulaba la pensión de sobrevivientes, la que se creó por Decreto 758 de 1990. Respecto a ese vacío legal, la Corte Constitucional, en sentencia T-564 de 2015, explicó “si bien es cierto que, como se expuso con anterioridad, por regla general la situación jurídica de un afiliado se entiende consolidada cuando éste (sic) ha satisfecho los requisitos para hacerse acreedor a un determinado modelo pensional, o cuando acaece un hecho que hace imposible su configuración. En este caso se ha estimado necesario entender como no consolidada la situación jurídica de estas personas, con el objetivo de que, como producto del diáfano déficit de protección en el que se encuentran, sea posible dar aplicación retrospectiva a los postulados de la Ley 100 de 1993 que contemplan la figura de la pensión de sobrevivientes) (sic), y así, garantizar la efectividad del principio de supremacía constitucional y de todos los demás valores y principios de su esencia”. Por tanto, como el causante cotizó un total de 5.685 días “no queda otro camino que conceder la tutela a la señora Gladys Vásquez de Pérez”. 
4. Inconforme con el fallo, el Subdirector de Defensa Judicial y Pensional de la UGPP, lo impugnó.

En esta sede sustentó su disenso. Indicó que la orden impartida por la funcionaria de primera instancia para que se reconociera de manera definitiva la pensión de sobrevivientes de la actora, además de desconocer las disposiciones de la Ley 100 de 1993, excede la competencia del juez de tutela, pues si se consideraba que los medios ordinarios no eran idóneos para resolver la cuestión, se ha debido conceder el amparo de forma transitoria, con el objeto de que la peticionaria pueda acudir a los jueces naturales para dirimir el conflicto; reiteró algunos de los argumentos que formuló en la contestación de la tutela, específicamente lo relativo a que el señor Gilberto de Jesús Pérez Baena no dejó causado el derecho y a la improcedencia de la tutela. Agregó que esta acción incumple los requisitos de inmediatez y subsidiariedad, ya que la demandante dejó transcurrir más de veinte años para solicitar a Cajanal el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes por la muerte de su cónyuge y casi veintiocho para presentar la acción de tutela, lo que excluye la existencia de un perjuicio irremediable y demuestra la inactividad de la actora para ejercer sus derechos, pues en todo ese lapso ha podido instaurar las acciones ordinarias correspondientes.   
Solicitó se declare improcedente el amparo o en su defecto se conceda de manera transitoria. 

5. El Subdirector de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP incorporó copia de la Resolución RDP 027070 de 30 de junio de 2017, por medio de la cual dio cumplimiento al fallo de tutela proferido en primera instancia y en consecuencia reconoce la pensión de sobrevivientes a la actora, como beneficiaria de su fallecido esposo Gilberto de Jesús Pérez Baena. 
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.
2. Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela frente a una decisión de la UGPP de negar el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes solicitada por la accionante. Solo de serlo, se establecerá si con esa decisión se lesionaron derechos fundamentales que sea menester proteger y en caso positivo, determinará si el carácter de la orden a impartir es transitorio o definitivo. 
3. En primer lugar es necesario precisar que en el trámite de primera instancia se ordenó vincular al Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social, entidad esta última que hace parte del orden nacional, hecho que en principio pudiera considerarse como causal de nulidad por falta de competencia funcional en el juzgado de primera instancia para conocer de la presente acción, porque correspondería a los Tribunales Superiores, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura, de conformidad con el inciso 1º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000. Sin embargo,  en la demanda ningún hecho se le endilgó a esa autoridad de los que pudiera inferirse que por acción u omisión lesionó derecho fundamental del que sea titular la actora y por tanto su vinculación resulta ser aparente
. Por tanto,  no altera la competencia radicada en el juzgado de circuito, ni en esta Sala para definir el asunto en segunda instancia.
4. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento de una pensión de sobreviviente cuando los beneficiarios tengan la calidad de sujeto de especial protección o cuando se les pueda causar un perjuicio irremediable. Así por ejemplo, ha dicho: 


“Por lo anterior, y como producto del carácter subsidiario de la acción de tutela, resulta necesario concluir que, por regla general, ésta solo es procedente cuando el individuo que la invoca no cuenta con ningún otro medio de defensa a través del cual pueda obtener la protección requerida, o excepcionalmente, cuando a pesar de existir uno, éste resulta carente de la idoneidad o eficacia requerida para garantizar la efectividad de los derechos fundamentales del actor.

En este sentido, la Corte ha señalado que hay ciertos eventos en los que a pesar de existir mecanismos ordinarios de protección, resulta admisible acudir directamente a la acción de tutela a objeto de obtener la protección pretendida, los cuales han sido sintetizados de la siguiente manera: (i) cuando se acredita que a través de estos le es imposible al actor obtener un amparo integral a sus derechos fundamentales y, por tanto, resulta indispensable un pronunciamiento por parte del juez constitucional que resuelva en forma definitiva la litis planteada; eventos dentro de los que es necesario entender que se encuentran inmersos los casos en los cuales la persona que solicita el amparo ostenta la condición de sujeto de especial protección constitucional y, por ello, su situación requiere de una especial consideración por parte del juez constitucional;
 y (ii) cuando se evidencia que la protección a través de los procedimientos ordinarios no resulta lo suficientemente expedita como para impedir la configuración de un perjuicio de carácter irremediable, caso en el cual el juez de la acción de amparo se encuentra compelido a efectuar una orden que permita la protección provisional de los derechos del actor, mientras sus pretensiones se resuelven ante el juez natural.

En este sentido, la jurisprudencia de esta Corte ha establecido ciertos criterios con base en los cuales es posible determinar la ocurrencia o no de un perjuicio que pueda tildarse de irremediable. Entre ellos se encuentran: que (i) se esté ante un perjuicio inminente o próximo a suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) de ocurrir, no existiría forma de repararlo, esto es, que resulta irreparable; (iii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica que se estima como altamente significativo para la persona; (iv) se requieran medidas urgentes para superar la condición de amenaza en la que se encuentra, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (v) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable”
.

5. Las pruebas incorporadas al proceso, acreditan los siguientes hechos:

5.1 Por resolución UGM 049451 de 12 de junio de 2012 la Caja Nacional de Previsión Social negó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes solicitada por la señora Gladys Vásquez de Pérez, en razón a que su fallecido cónyuge no cumplió el requisito de los veinte años de servicio exigidos para ese efecto
. 

5.2 En escrito remitido el 27 de junio de 2016
, la apoderada de la accionante solicitó a la UGPP reconocer esa prestación, en aplicación del artículo 46 de la Ley 100 de 1993, al que se debe acudir por vía del principio de favorabilidad
.  

5.3 Por Resolución No. RDP 037290 del 4 de octubre de 2016, la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, decidió negar la pensión de sobrevivientes porque no se acreditó el requisito del tiempo de servicio exigido en las leyes 33 de 1973 y 12 de 1975, que es el régimen pensional aplicable al caso, pues el causante falleció en el año 1989, sin que se pueda someter el asunto a las disposiciones de la Ley 100 de 1993, por prohibición del efecto retroactivo de la normas
.

5.4 Mediante Resoluciones RDP 047894 de 20 de diciembre siguiente
 y RPD 004758 de 10 de febrero de 2017
, el Subdirector de Determinación de Derechos Pensionales y el Director de Pensiones de la UGPP, resolvieron, en su orden, los recursos de reposición y de apelación promovidos por la apoderada de la demandante. Ambos confirmaron aquella decisión porque, en resumen, para la fecha del deceso del afiliado, este solo había prestado quince años, nueve meses y quince  días de servicios al Estado, a pesar de que son veinte los exigidos, y porque para ese momento aún no estaba vigente la Ley 100 de 1993.

6. Para resolver el primero de los problemas jurídicos planteados y teniendo en cuenta que el impugnante alega la improcedencia del amparo por incumplimiento de los requisitos de subsidiariedad e inmediatez, es menester analizar los criterios expuestos por la jurisprudencia respecto de casos similares al aquí estudiado.

6.1 Respecto al primero, debe decirse que según la sentencia de la Corte Constitucional ya citada, los mecanismos ordinarios de defensa se consideran ineficaces cuando el reclamante se encuentre ante un perjuicio irremediable o tenga la calidad de persona de especial protección. 
En el caso bajo estudio, la demandante tiene más de setenta y cuatro años de edad
, padece de asma, EPOC, osteopenia, dolor crónico de ojos y “visión única por ojo izquierdo con cataratas”
; además, carece de recursos económicos para solventarse, hecho que se narró en la demanda y no fue controvertido por la entidad demandada. 

De esa manera las cosas, puede decirse que en este caso concreto los mecanismos ordinarios de defensa judicial no resultan idóneos para obtener la actora el estudio del reconocimiento de la prestación que reclama, pues la duración del respectivo proceso y la ausencia de recursos económicos para atender sus necesidades, se convierte en una carga desproporcionada para quien se encuentra en un estado avanzado de edad y padece de varias enfermedades particularmente graves. 

6.2 En relación con el presupuesto de la inmediatez, por sabido se tiene que ese es uno de los principios que caracterizan la tutela, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio. Empero, ese principio no se absoluto y la Corporación que viene siendo citada se ha encargado definir sus excepciones. Así por ejemplo ha dicho: 
“La acción de tutela, en lo que respecta al requisito de inmediatez,  resulta procedente en los casos estudiados por cuanto, (i) no obstante haber pasado considerable tiempo desde la fecha del reconocimiento de la pensión de jubilación de los accionantes, conforme a la jurisprudencia de esta Corte, las mesadas pensionales son imprescriptibles, pues son prestaciones periódicas en las cuales, la vulneración persiste en el tiempo y (ii) la jurisprudencia constitucional ha indicado que la periodicidad de esta prestación, genera que la vulneración tenga el carácter de actual aun cuando han pasado varios años de proferida de decisión que negó la solicitud actuarial, o la decisión judicial que hizo lo propio.
Sobre la imprescriptibilidad del derecho a la indexación de la primera mesada pensional y su relación con el requisito de la inmediatez , esta Corte señaló en Sentencia T-042 de 2011 que la negativa a su reconocimiento “(…) puede originar la vulneración, amenaza o desconocimiento de un derecho que implica una prestación periódica, por lo que su afectación, en caso de presentarse alguna, se habría mantenido durante todo el tiempo, siendo soportada incluso hoy en día por los extrabajadores y ahora pensionados de la accionada. Son estas las razones que llevan a la Sala a concluir que la vulneración señalada, en caso de presentarse, tiene un carácter de actualidad, lo que confirma que en esta específica situación se cumple con el requisito de la inmediatez  y, por consiguiente, se satisfacen los presupuestos exigidos para declarar procedente la acción.” 

En síntesis, los casos objeto de estudio de la presente providencia, cumplen este requisito general de procedibilidad, pues los accionantes tienen reconocida una pensión de vejez, y se les está negando el derecho a la indexación de la primera mesada. Así, tratándose de un derecho fundamental imprescriptible como el de las mesadas pensionales, no estudiará la Sala el tiempo transcurrido entre la fecha de negación de la solicitud de actualización pensional y la fecha de interposición de la acción de tutela.

Encuentra la Sala, que ambos casos resultan de incuestionable relevancia constitucional, toda vez que se busca la protección de los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, al mínimo vital, a la igualdad y al debido proceso de personas pertenecientes a un grupo de especial protección, como son los adultos mayores, quienes presuntamente ven transgredidos sus derechos fundamentales como consecuencia de la negativa de indexar la primera mesada pensional causada antes de 1991…”

En este caso, considera la Sala que tiene aplicación la jurisprudencia transcrita, pues aunque no se reclama la indexación de una mesada pensional, se está frente a un caso aún más urgente porque la prestación solicitada ni siquiera ha sido reconocida, hecho este que involucra la lesión a los derechos fundamentales a la seguridad social, la vida digna y el mínimo vital de que es titular la demandante.
Así las cosas, aunque la demandante acudió a este medio luego de transcurrido considerable término desde cuando se causó el derecho del que dice ser titular, la muerte de su cónyuge, el presupuesto de la inmediatez no configura impedimento para la procedencia del amparo, al tratarse de una controversia actual, pues guarda relación con la pensión de sobreviviente,  prestación periódica, que se reitera, no ha sido reconocida por la UGPP.

6.3 En conclusión, contrario a lo planteado por la entidad impugnante, considera la Sala que en este caso se satisfacen los presupuestos de procedencia de la acción de tutela y por ende, se analizará el fondo de la cuestión.    

7. Como ya se dijo la parte actora busca por este medio se ordene a la UGPP estudiar el asunto bajo los requisitos exigidos por la Ley 100 de 1993, la cual se debe aplicar de acuerdo con el principio de la favorabilidad, para el reconocimiento de la prestación vitalicia de sobrevivencia.
A ello accedió la funcionaria de primera instancia porque según la jurisprudencia de la Corte Constitucional existe un vacío legal respecto de los casos en los cuales el causante haya fallecido antes de la entrada en vigencia de la citada Ley 100 y por tanto esta debe ser aplicada, de forma retrospectiva, para suplir dicha carencia normativa.   
Para empezar a definir la cuestión es preciso hacer referencia a ese precedente jurisprudencial que sobre el tema, ha dicho:  

“6.1. Como primera medida se destaca que, a pesar de que la legislación vigente no prevé distinción alguna en su consagración, la pensión de sobrevivientes se diferencia de la figura denominada sustitución pensional, en el hecho de que si bien ambas comparten, desde un punto de vista teleológico, una misma finalidad, cubren contingencias o situaciones de hecho disimiles, esto es: (i) la primera, se configura en los eventos en los que un trabajador, sin tener la condición de pensionado, ni cumplir con los requisitos legales para hacerlo, fallece y, previa verificación del cumplimiento de determinados requisitos creados por la ley, asegura que su núcleo familiar no se vea irrazonablemente afectado por dicha situación; y (ii) la segunda, denominada sustitución pensional, se materializa cuando, contrario a la situación expuesta con anterioridad, el afiliado ya ostenta la condición de pensionado o cumple los requisitos legalmente exigibles para el efecto, de forma que esta no consagra un nuevo derecho del que son titulares los familiares del pensionado, sino que transfiere o sustituye aquel del que éste goza.
 
…
  
6.2. En el ordenamiento jurídico colombiano, la figura de la sustitución pensional remonta su consagración normativa a tiempos pre-constitucionales y ha limitado su marco de aplicación a los eventos en los que los afiliados ya cuentan con un derecho pensional que sustituir.
 
Por su lado, la pensión de sobrevivientes surge como una normativa de aplicación general con la expedición del Decreto 758 de 1990 (que requería del afiliado el cumplimiento de los requisitos para adquirir la pensión de invalidez al momento de su muerte) y luego, dentro de la vigencia de la Constitución Política de 1991, con la Ley 100 de 1993 que en la actualidad exige que al momento de la muerte del afiliado se verifique la cotización de, al menos, 50 semanas en los 3 años anteriores. 
 
En este contexto, se tiene que con anterioridad a estas normativas la única figura existente que permitía la protección de los intereses del núcleo familiar del fallecido era la sustitución pensional y, en cualquier otro evento, este se veía completamente desamparado de cualquier medio que apaciguara los efectos de la muerte de su familiar. Por ello, en numerosas ocasiones la situación de indefensión referenciada ha sido objeto de pronunciamiento jurisdiccional.
 
…

  
A juicio de la Sala, en la práctica, resulta absolutamente desproporcionado e irrazonable admitir que el núcleo familiar de un afiliado al Sistema de Seguridad Social en Pensiones, que realizó sus cotizaciones durante una cantidad considerablemente elevada de años, se vea imposibilitado para acceder al reconocimiento de una prestación básica que, como se indicó con anterioridad, se encuentra íntimamente relacionada con la dignidad humana y se constituye en uno de los ejemplos por excelencia de la función y naturaleza del derecho a la seguridad social. Ello, en cuanto el único elemento que permite diferenciar entre la situación jurídica de quienes desde la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 pueden llegar a beneficiar a sus familiares con una pensión de sobrevivientes (tras la acreditación de tan solo 50 semanas en los 3 años anteriores a su fallecimiento) y quienes se encuentran en las condiciones objeto de estudio en la presente providencia, es precisamente el momento en que ocurrió o se causó la fatalidad. Elemento que no debería tener injerencia alguna en la constitución de un derecho de esta envergadura y trascendencia.
 
Aceptar lo contrario significaría admitir que un afiliado, que a pesar de haber sido solidario con el sistema y, en un caso hipotético, pudo haber cotizado casi la totalidad de las semanas requeridas para acceder a una pensión de vejez, se vea imposibilitado para dejar, tras su muerte, a su familia en un estado distinto al de una absoluta desprotección; conforme al cual, no solo tendrían que haber lidiado con la muerte de su ser querido, sino que, en adición a ello, también se habrían encontrado en la necesidad de empezar a buscar medios económicos a partir de los cuales pudieran derivar su subsistencia (los cuales eran suministrados inicialmente por el causante).
 
Considera la Sala que no resulta admisible pensar que una persona que aportó al sistema al menos 50 semanas en los 3 años anteriores a su fallecimiento, fue lo suficientemente solidaria con éste como para que el Estado pueda llegar a reconocer a su núcleo familiar una prestación económica que garantice que el impacto de su muerte no sea tan drástico; pero que otra, que falleció antes de una fecha determinada, a pesar de haber cotizado una cantidad significativa de años (ya no se trata de semanas), no pueda llegar a configurar esta misma prerrogativa y que sea su núcleo familiar el que tenga que someterse a condiciones de absoluta e irrazonable desprotección y desamparo.
…

Lo anterior, pues si bien es cierto que, como se expuso con anterioridad, por regla general la situación jurídica de un afiliado se entiende consolidada cuando éste ha satisfecho los requisitos para hacerse acreedor a un determinado modelo pensional, o cuando acaece un hecho que hace imposible su configuración. En este caso se ha estimado necesario entender como no consolidada la situación jurídica de estas personas, con el objetivo de que, como producto del diáfano déficit de protección en el que se encuentran, sea posible dar aplicación retrospectiva a los postulados de la Ley 100 de 1993 (que contemplan la figura de la pensión de sobrevivientes) y, así, garantizar la efectividad del principio de supremacía constitucional y de todos los demás valores y principios de su esencia. Ello, con el objetivo de que esta situación no siga siendo avalada por el Estado Social y Democrático de Derecho que nos circunscribe y que cuenta con la obligación de propender por la materialización de unas condiciones mínimas de justicia e igualdad material.
 
Por lo expuesto en precedencia, la Corte concluye que, en el caso de este especial tipo de personas, resulta no solo admisible, sino necesario, entender que su situación jurídica no se ha consolidado, de forma que sea posible realizar una aplicación retrospectiva de la ley y de la Constitución, la cual, en su condición de instituto omnicomprensivo y omnipresente debe ser aplicable a todas las situaciones que se configuren en su vigencia o que tengan efectos durante ella; de forma que la garantía del efectivo ejercicio de los derechos fundamentales, así como la materialización de los principios y finalidades que dan sustento tanto al pacto social como a la existencia misma del Estado, tome prevalencia con respecto a elementos de seguridad jurídica que si bien ostentan una elevada relevancia jurídica, no pueden constituirse en factores que legitimen situaciones evidentemente injustas.”
 
Y sobre la aplicación práctica de esos conceptos, en esa misma providencia se dijo:

“A continuación, se emprenderá el estudio de la situación jurídica que circunscribe a la ciudadana Edila Martínez Ruiz, quien, a sus 70 años de edad, está solicitando el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes de su ex-esposo, que falleció en el año 1988. Prestación que le ha sido denegada en numerosas ocasiones con fundamento en que, a la luz de la normatividad vigente al momento de la muerte de su esposo, no existía la figura de la pensión de sobrevivientes y, en consecuencia, al observarse incumplidos los requisitos exigidos por la Ley para hacerse acreedora a una sustitución pensional, pues su esposo únicamente ostentaba poco más de 17 años de cotizaciones (y no alcanzó a cumplir los 20 requeridos para consolidar un derecho pensional propio que sea susceptible de sustitución), resulta imposible reconocerle prestación económica alguna.

…
  
En el presente caso se evidencia que la accionante, como producto de su avanzada edad (70 años), así como en razón a las diversas enfermedades de las que padece, tiene el normal ejercicio de sus derechos fundamentales afectado y, por ello, se constituye en sujeto de especial protección constitucional. Por lo anterior, se estima que no solo resulta desproporcionado exigirle el desarrollo de un proceso jurisdiccional ordinario que resuelva en forma definitiva sobre la titularidad del derecho que reclama, sino que, de hacerse de esta manera, se terminaría por permitir la vulneración de sus demás derechos fundamentales, en cuanto el mecanismo ordinario no sería lo suficientemente idóneo como para permitir la salvaguarda de los intereses en discusión.
 
…

 
Ahora bien, tal y como se indicó en la parte considerativa de la presente providencia, estima la Sala que dicha posición no solo no se compadece de las condiciones particulares de las que es sujeta la accionante, sino que, en adición a ello, termina por legitimar y avalar la configuración de una situación que a la luz del ordenamiento superior actual resulta abiertamente injusta, desproporcionada e irrazonable. Lo anterior, pues una postura en dicho sentido, permitiría que, en este caso, el núcleo familiar de una persona que cotizó, en forma ininterrumpida, por más de 17 años al sistema y quien, en realidad, realizó sus aportes al sistema durante la totalidad de su vida laboral (pues empezó cotizar a sus 21 años de edad) se encuentre en una situación de evidente desprotección y haya tenido que recurrir al rebusque de los recursos mínimos que le permitan sufragar su subsistencia.
En conclusión, considera la Sala necesario que, como se indicó en precedencia, el juez constitucional asuma su labor como garante de la eficacia de los derechos fundamentales y reconozca que el solo fallecimiento del afiliado no tiene, en este evento, la connotación suficiente como para materializar por sí mismo la situación jurídica de su núcleo familiar, de forma que aplique retrospectivamente la Constitución Política de 1991, en sus elementos de dignidad humana, justicia material, solidaridad, igualdad, proporcionalidad razonabilidad, fines esenciales del Estado, seguridad social, mínimo vital y vida en condiciones dignas, a la situación de la señora Edilma Martínez Ruiz y ordene a la Dirección del Fondo Territorial de Pensiones de la Gobernación del Tolima poner fin a ese déficit de protección en el que se encuentra inmersa y, así, permita, a través de la aplicación retrospectiva del Artículo 46 de la Ley 100 de 1993, el reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes que, con base en los principios y derroteros anteriormente enunciados, tiene el Estado la obligación de garantizarle.
 
Ahora bien, resulta pertinente destacar que, dentro del material probatorio obrante en el expediente, se estima cristalino que la accionante en efecto no solo estuvo casada con el señor Omar de Jesús Osorio García, sino que, adicionalmente, convivía y dependía económicamente de él, únicos requisitos que, en adición a la densidad de cotizaciones (que como se dijo se encuentra más que satisfecha), deben verificarse por la autoridad judicial o administrativa al momento de determinar si una determinada persona es, o no, acreedora al derecho a una pensión de sobrevivientes a la luz de la Ley 100 de 1993.
 
A manera de conclusión, se estima necesario destacar que una vez demostrada la titularidad del derecho reclamado y esclarecidas las especiales circunstancias que circunscriben el caso del actora, se muestra diáfano lo inidóneo y desproporcionado que resultaría obligarla a someterse a un procedimiento ordinario que discuta nuevamente lo que a partir de un estudio detallado y pormenorizado, ha sido objeto de análisis en esta ocasión; por ello, se estima necesario que el derecho reclamado sea reconocido de manera definitiva, de forma que permita al accionante obtener certeza sobre la pensión a la que se encuentra probado que es acreedora.”
 Subrayas fuera del texto original.
De lo anterior se infiere que conforme al criterio de la Corte Constitucional, la inexistencia de una protección concreta para los beneficiarios del afiliado que falleció antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y que no alcanzó a cumplir los requisitos mínimos de la pensión de vejez, para optar por una eventual sustitución pensional, hace posible la aplicación retrospectiva de esa norma.  
Teniendo en cuenta entonces, que en el asunto bajo estudio se presenta unas circunstancias de hecho similares a las expuestas en la providencia transcrita, es menester aplicar las reglas allí trazadas para establecer si la actora tiene derecho a la citada prestación.

7. De conformidad con las pruebas incorporadas el señor Gilberto de Jesús Pérez Baena, cónyuge de la accionante, falleció el 11 de junio de 1989
 y hasta esa fecha había cotizado más de quince años como trabajador del Ministerio de Transporte. 
En estas circunstancias la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social ha debido atender el precedente constitucional y dar aplicación retrospectiva de la citada ley como quiera que la muerte del causante ocurrió cuando aún no se había establecido la prestación de sobrevivientes como tal. No obstante, esa entidad decidió, en aplicación de la norma vigente para el momento del deceso del causante, que se limitaba a regular la sustitución de la pensión de vejez, negar la prestación reclamada.
En este contexto, es procedente entrar a analizar si se cumplen con los requisitos determinados en la ley pensional vigente, para la concesión de la prestación tantas veces citada.
8. El numeral 2 del artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificado por el 12 de la Ley 797 de 2003 establece:

“Requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes. Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento” 
8.1 Según el certificado laboral expedido por el Ministerio de Transporte el citado señor estuvo vinculado a esa entidad desde el 27 de agosto de 1973 hasta el 11 de junio de 1989
, fecha de su deceso, tiempo que según la UGPP corresponde a 812 semanas cotizadas
. 
En estas condiciones el afiliado dejó causado el derecho pues al haber prestado servicios ininterrumpidamente durante más de quince años anteriores a su fallecimiento, surge evidente que en últimos de esos tres, superó con creces las cincuenta semanas exigidas por esa disposición. Además, sería del todo desproporcionado considerar que a pesar del cúmulo considerable de tiempo cotizado, sus posibles beneficiarios queden sin la posibilidad de acceder a esa prestación, en notoria desigualdad con aquellos que se encuentran en similares condiciones y con quienes lo único que los diferencian es la fecha de la muerte de su causante.  
8.2 La accionante también colma el requisito necesario para ser considerada como su beneficiaria ya que según el registro civil de matrimonio aportado, contrajo nupcias con el causante el 18 de septiembre de 1966
, vínculo marital que perduró hasta el día en que falleció el señor, pues no obra anotación alguna de divorcio. Además, según se indicó en la demanda y se afirmó en las declaraciones extraproceso rendidas por la accionante
 y los señores Mario Pérez Vásquez
 y Martha Cecilia Arcila Hincapié
, para esa fecha convivía y dependía económicamente de él, hechos que no fueron refutados por la entidad accionada. 
9. Así entonces, tomando como referencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el estado de indefensión de la demandante y que en este caso se cumplen con los requisitos para obtener la pensión de sobreviviente determinados en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, aplicable por vía retrospectiva, puede concluirse que la entidad accionada lesionó a la citada señora los derechos al mínimo vital, la vida digna y la seguridad social y en razón a ello el fallo de primera instancia, que a esa misma conclusión llegó, será confirmado.
10. Respecto a la petición subsidiaria del impugnante, dirigida a que se modifique el carácter de la orden impartida en primera instancia para que el  reconocimiento pensional se realice de forma transitoria, la Sala considera que, tal como lo dilucidó la Corte Constitucional en el aparte subrayado de la jurisprudencia arriba transcrita, a cuya lectura se remite, por el hecho de haberse acreditado la titularidad del derecho reclamado y en atención a la condición especial que reúne la accionante, resulta desproporcionado someterla a un proceso ordinario en el que nuevamente se debata sobre lo aquí resuelto, en consecuencia la pensión de sobreviviente merece ser otorgada de manera definitiva, tal como lo hizo la funcionaria de primera instancia.
11. En esta sede se allegó copia de la Resolución RDP 027070 de 30 de junio de 2017, suscrita por el Subdirector de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, mediante la cual, en obedecimiento al fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, se reconoce la pensión de sobreviviente a la accionante por cuenta del fallecimiento de su cónyuge. 

Por tal motivo, al encontrarse satisfecha la pretensión principal de la demandante, se presenta una carencia actual de objeto por hecho superado que es del caso declarar.
En este punto es válido señalar que si bien el mandato proferido por el juzgado de conocimiento en procura de que se dejaran sin efecto los actos administrativos por medio de los cuales se negó la pensión de sobrevivientes y se resolvieron los recursos de reposición y apelación interpuestos contra esa decisión y se reconociera esa prestación, fue erróneamente dirigido al Subdirector de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, pues en este caso es el Director de Pensiones de esa entidad el competente para cumplir el fallo, ya que este fue quien definió la cuestión en segunda instancia, cualquier decisión que se tome en esta sede al respecto resulta inane teniendo en cuenta que aquel ya acató el fallo de tutela.  
12. De acuerdo con lo anterior, el amparo ha debido ser negado respecto a los demás funcionarios de la UGPP porque no han lesionado el derecho de que se trata, pues son aquellos los competentes para resolver el asunto.
13. Finalmente en relación con el Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social la decisión no podía ser otra que su desvinculación del trámite, de conformidad con lo dicho en la parte inicial de las consideraciones de esta providencia. 
14. Por tanto, se confirmará la sentencia de primera instancia en cuanto concedió el amparo y ordenó reconocer la pensión de sobrevivientes de la actora, pero se declarará el hecho superado, sin que sea necesario, en consecuencia, realizar modificación alguna a esos mandatos. Se revocará la decisión de no desvincular a los Directores de Determinación de Derechos Pensionales y de Servicios Integrados de Pensión y a la Subdirectora de Normalización de Expedientes Pensionales de la UGPP y al Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas del Ministerio de Salud y de Protección Social. En su lugar, se negará el amparo frente a los primeros y se desvinculará a este último.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: Confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 12 de junio último, en la acción de tutela que interpuso la señora Gladys Vásquez de Pérez contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, pero se declara la carencia actual de objeto, y SE REVOCA el ordinal cuarto; en su lugar, se niega el amparo reclamado frente a los Directores de Determinación de Derechos Pensionales y de Servicios Integrados de Pensión y a la Subdirectora de Normalización de Expedientes Pensionales de la UGPP y se ordena desvincular el Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas del Ministerio de Salud y de Protección Social.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Figura sobre la cual la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, en providencia del 14 de abril de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, expresó: “No obstante que la acción fue promovida contra las entidades antes referidas, de la solicitud de amparo emerge claro que el reclamo constitucional no involucra al Ministerio de Educación, pues a éste no le compete el reconocimiento de la prestación vitalicia… así las cosas, se percibe una vinculación aparente en cuanto a ese ente nacional del sector central”. 


� Ello, en cuanto como producto de las particularidades que circunscriben su caso particular resulta desproporcionado someterlo a los trámites y dilaciones que un proceso ordinario implica


� Consultar entre otras sentencias: T-132 de 2006, T-463 de 2012, T-706 de 2012, T-063-13 y T-090 de 2013,


� Sentencia T-564 de 2015


� Folios 20 a 24 cuaderno No. 1


� Folio 25 cuaderno No. 1


� Folios 26 a 28 cuaderno No. 1


� Folios 31 a 34 cuaderno No. 1


� Folios 35 y 36 cuaderno No. 1


� Folio 38  a 40 cuaderno No. 1 


� Según la copia de su documento de identidad nació el 5 de noviembre de 1942


� Ver historia clínica a folios 48 a 79 cuaderno No. 1


� Sentencia T-161 de 2014


� Sentencia T-564 de 2015


� Ver certificado de defunción a folio 16 cuaderno No. 1


� Folio 19 cuaderno No. 1


� Folio 31 a 34 cuaderno No. 1


� Folio 17 cuaderno No. 1


� Folios 41 y 42 cuaderno No. 1


� Folios 45 y 46 cuaderno No. 1


� Folios 43 y 44 cuaderno No. 1
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